Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos.) 


-La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación de Cestrame, encabezada por el 
señor Scaglione, presidente de Copsa, y conformada por el señor Kaitazoff, secretario de Copsa, 
contador Cardoso, gerente general de Copsa, señor Cervini, presidente de Coetc, señor Falero, 
gerente general de Casanova, señor Rodríguez, presidente de Raincoop, señor Fernández, tesorero 
de Coetc y el señor Figarolla, presidente de Tupci. 


Antes de cederles el uso de la palabra, la Presidencia quiere dejar constancia de que varios 
de los señores Senadores presentes integran también la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado, que en breves instantes comenzará a sesionar. Por lo tanto, si ven que alguno de ellos se 
retira de Sala, tengan en cuenta no es por descortesía, sino porque debe acudir a otra Comisión. 


SEÑOR SCAGLIONE.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión la atención que nos dispensa al 
recibir a nuestra agremiación, Cestrame, para que exponga sobre la situación que está viviendo el 
transporte suburbano de pasajeros. 


Quisiera comentar a todos los señores Senadores que el transporte suburbano está 
regulado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y son diez las empresas que componen el 
transporte suburbano de pasajeros: Copsa, Casanova, Tala Pando, Cita, San Antonio, Cutcsa, 
Raincoop, Come, Ucot y Coetc. 


Todas estas empresas agrupan unas 560 unidades; la cantidad de trabajadores empleados 
en forma directa son 2.100; los kilómetros realizados por todas estas empresas mencionadas son 
60:482.508 por año; los pasajeros transportados anualmente por estas empresas son alrededor de 
73:000.000. En forma general, esta es una composición del transporte suburbano de pasajeros. 


El motivo que nos trae a esta Comisión es que el transporte suburbano está atravesando una 
crisis importante desde hace un tiempo largo y, lógicamente, provoca fuertes endeudamientos en las 
distintas empresas que componen el sector. Consideramos que esto se debe a que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas se está equivocando en la regulación del sistema de transporte suburbano 
de pasajeros, porque elabora un presupuesto para el sector que no corresponde a la realidad y, de esa 
manera, no proporciona los recursos necesarios para cubrir los costos operativos de estas mismas 
empresas de transporte. 


Para ser más específicos, al hablar de equivocación, nos referimos a la paramétrica o a la 
estructura del costo. Asimismo, cuando hablamos de los recursos, nos referimos a que los subsidios no 
son los correspondientes y tampoco es acorde la aplicación de la tarifa para proporcionar los recursos 
a estas empresas. 


Esto lleva a que las empresas hayan perdido el equilibrio económico y financiero, 
ocasionando la crisis que estamos viviendo desde hace un tiempo. Muchas empresas se tienen que 
endeudar para continuar trabajando y otras tantas tienen que volcar jornales para seguir subsistiendo, 
y lo que ocurre es que ya estamos llegando a los límites para el funcionamiento propiamente dicho. 


Por otra parte, quisiera realizar algunos comentarios sobre el fideicomiso del boleto y el 
subsidio del gasoil; también consideramos que no está repartido equitativamente tal como lo establece 
la reglamentación actual. Esas son las dos equivocaciones fuertes que notamos. Esto crea asimetrías 
entre las mismas empresas y por ese motivo visualizamos que existen competencias desleales, que 
entendemos que deben ser corregidas. 


Como les decía, la presupuestación establecida no corresponde a la realidad y los recursos 
tampoco, y sobre este aspecto hemos realizado un muestreo de cinco meses, desde principios del año 


hasta el mes de mayo. Si el señor Presidente me lo permite, le pediría al contador Cardoso que se 
refiera a este punto. 


SEÑOR CARDOSO..- Antes de analizar los efectos observados en estos cinco meses, quisiera hacer 
algunas precisiones sobre el régimen de fijación tarifaria del transporte suburbano o metropolitano. 


Dicho régimen fue establecido por el Decreto N* 116/993 y corregido por el Decreto N* 
218/0009. Allí se estableció que, a los efectos de la fijación del valor del pasaje, se toma el costo de 
explotación por kilómetro de ómnibus. Sobre esa base, entonces, el primer punto es la determinación 
del costo de explotación más un porcentaje de utilidad, y esto se dividía entre el 70% de la cantidad de 
pasajeros promedio. Es decir que si el ómnibus tenía una capacidad locativa de 40 personas, se dividía 
el costo de transitar un kilómetro entre 28 pasajeros. Esto se fijaba en base a tramos de 8 o 12 
kilómetros. 


Sin embargo, el régimen que aplica el Ministerio de Transporte y Obras Públicas toma el valor 
kilómetro de explotación con algunas diferencias sustantivas que hacen que los resultados finales 
ocasionen un perjuicio importante a las empresas. Hoy por hoy, el precio fijado en la última tarifa es de 
$ 42,661 por kilómetro. Esto tiene una diferencia importante con la realidad, que lo ubica por encima de 
los $ 47. Esto se deriva, básicamente, de la diferencia en tres o cuatro factores. Uno de ellos es el valor 
reconocido de la unidad. Hoy el ómnibus está reconocido en la tarifa en US$ 100.000, cuando estamos 
importando los ómnibus más baratos en US$ 115.000 a US$ 170.000. Esta diferencia no se da en el 
sector interdepartamental, también regulado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, porque 
allí se reconoce a las unidades un valor de US$ 215.000. Si consideramos el período que va desde el 
año 2009 al 2013, nos encontramos con que al sector interdepartamental se le reconoció un 
incremento del 40%, en tanto el suburbano se ubica por debajo del 20%. Ese es el primer factor que 
tenemos en cuenta y que hace una diferencia en el costo de explotación por kilómetro. 


El segundo factor son los laudos, que no están reconocidos en la tarifa, es decir que los 
valores no se adecuan a los vigentes. Llegamos a tener una diferencia del 15% o 16% en todos los 
laudos; hoy también tenemos diferencias en los conductores cobradores, que es el rubro más 
significativo dentro de nuestra explotación. 


El tercer factor es la cantidad de conductores cobradores que se reconocen por ómnibus. El 
Ministerio reconoce 2,2 conductores por ómnibus cuando la realidad los ubica en un mínimo de 2,6 
debido a licencias, enfermedades, etcétera, y ese 0,4 significa casi un 20% en el salario. También hay 
errores de cálculos numéricos que hacen que el valor kilómetro de base difiera del real. Ese es el 
primer punto que tenemos en cuenta. El segundo aspecto es llevar ese valor kilómetro al pasajero y a 
las distancias. El Ministerio entiende que hay que subsidiar los pasajes para viajes más largos, sin 
afectar los más cortos. Por tanto, tenemos un precio mal determinado y mal aplicado. Llegamos a tener 
diferencias de hasta el 50%. Hoy por hoy un boleto en un radio de 64 kilómetros sale $ 3 más que hace 
siete años; esa diferencia ha llevado a que sean las empresas las que subsidien a los pasajeros en 
base a endeudarse, estando a un paso del colapso. 


El Ministerio aduce que desde el año 2008 aplica una nueva metodología de cálculo, 
tomando el valor de explotación del kilómetro y multiplicándolo por los kilómetros recorridos, lo que da 
determinada cifra que se equipara con los ingresos y se distribuye boleto a boleto. En la teoría esto 
funcionaría muy bien porque si tenemos un precio del kilómetro apropiado -hacemos 5:000.000 
de kilómetros por mes- los ingresos deberían compensar nuestros costos con una adecuada utilidad, 
pero el cálculo está mal efectuado porque esa metodología provoca un desfase de US$ 30:000.000 
para el sector para este año, cifra sumamente importante y que nos imposibilita seguir prestando los 
servicios. Esta situación llevó a que en el caso de la empresa que represento, Copsa, tuviéramos que 
recurrir en la vía judicial a solicitar al Ministerio que ajuste la fórmula de cálculo a las disposiciones 
legales vigentes. 


Como decía, hay errores de cálculo en relación al transporte suburbano. Nosotros 
entendemos que se quiera beneficiar a la población, que son nuestros usuarios, nuestra razón de ser, 
pero de ser así -queremos que el boleto sea lo más barato posible- debe existir un subsidio de parte 
del Gobierno nacional, mediante el Ministerio de Economía y Finanzas o del de Transporte y Obras 


Públicas. Durante cuatro años, desde 2008 a 2012, hubo una partida que subsidiaba $ 1,50 el boleto. 
Hoy todas las empresas de transporte, sean urbanas, suburbanas o interdepartamentales, tienen una 
compensación o adecuación derivada del fideicomiso del boleto por el gasoil para establecer una 
referencia fija a fin de no depender, como en el pasado, de las variaciones del precio del barril de 
petróleo para la adecuación -casi continua- del precio del boleto. Por suerte eso no existe y el precio 
del barril de petróleo no incide en el valor del boleto, pero estamos lejos de contar con otra serie de 
subsidios que se dan a algún otro sector. 


Hay un dato no menor y es que desde 2008 o 2009 el Gobierno se hace cargo de los abonos 
gratuitos; en primera instancia, se dieron al primer ciclo de enseñanza secundaria y, a partir de 2011, 
se extendieron al segundo ciclo. El Gobierno abona el 50% de estos boletos, y el otro 50% lo subsidian 
las empresas; lo mismo sucede con los jubilados, que tienen una variación del 30% al 50%, de acuerdo 
al año. 


Esta situación que comentamos ha llevado a que nos endeudáramos. En 2012 debimos 
golpear las puertas de las Comisiones de Transporte y de Hacienda de ambas Cámaras a fin de que 
nos aprobaran la ley del fideicomiso del transporte suburbano, lo que nos permitió, más que encarar 
una renovación de la flota, cancelar pasivos contraídos. O sea, lo que hicimos en años anteriores fue 
endeudarnos y, con el apoyo del Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, se generó el fideicomiso que 
nos dio un respiro, aunque fue solo eso, pues hoy nos encontramos en la misma situación que antes. 
Hemos llegado al límite de endeudamiento de las empresas y nos resulta muy difícil conseguir créditos 
en plaza porque la capacidad de repago es dificultosa. Es decir que estamos ante un problema serio. 


¿Cómo hemos ido subsistiendo? Las distintas empresas aquí presentes han adoptado 
medidas diferenciadas. En nuestro caso, utilizamos la herramienta del seguro de paro y rebajas 
salariales, e hicimos un invento transitorio que es el del jornal solidario, a través del cual algunos 
funcionarios se adhieren voluntariamente y donan determinada cantidad de jornales. Tuvimos que 
entregar líneas que eran sociales -las llamábamos así porque eran deficitarias- que atendían 
determinadas zonas del departamento de Canelones, pero que no estamos en condiciones de seguir 
cubriendo porque no tenemos de dónde sacar dinero. Eso nos llevó a disminuir las pérdidas, pero 
estamos en una situación sumamente compleja, pues estamos prestando servicios por debajo de los 
costos. Tal como decía el señor Scaglione, aproximadamente desde 2009 nuestra ecuación económica 
está desequilibrada. Esto ha llevado a que algunas empresas se tuvieran que fusionar, como es el caso 
de Codet, Cutu y Solfy, que eran específicamente suburbanas. 


Nosotros continuamos elevando nuestro nivel de endeudamiento, nos vemos imposibilitados 
de efectuar reinversiones y, lo que es peor, estamos al borde de colapsar como sistema. Si fuera sólo 
una empresa la que tiene dificultades y puede colapsar, el resto podría cubrir los servicios, pero si son 
varias el problema es general. 


Por lo tanto, nosotros planteamos -los demás compañeros darán su visión sobre el tema- que 
debe haber una adecuación de tarifas y una racionalización de servicios. Esto último ya lo hemos 
practicado en una crisis económica muy profunda, como fue la del período 2002 - 2003, poniéndonos 
de acuerdo todas las empresas por cada corredor que competíamos y estableciendo una malla horaria, 
es decir, una diferencia entre un servicio y otro, más ampliada. De esa manera consumíamos menos 
combustible, teníamos menos gastos de explotación y el pasajero no se veía demasiado perjudicado 
más allá de que, obviamente, todo usuario quiere que el ómnibus pase por la puerta de su casa. 


El tercer punto que veíamos como una opción es un adecuado subsidio. 


En síntesis, hablamos de: racionalización de servicios, adecuación tarifaria -sabemos que eso 
influye en la inflación, que va a aumentar, y estamos hablando de que las diferencias que tenemos se 
sitúan por encima del 20% de los precios vigentes- y un adecuado subsidio. 


SEÑOR FIGAROLLA.- Soy directivo de Raincoop y Presidente de Tupci. 


Como bien dijeron los compañeros, agradecemos que nos hayan recibido. Complementando 
lo dicho por los señores Scaglione y Cardoso, las cooperativas de transporte queremos aprovechar 
esta ocasión para manifestar algunas cuestiones que, sin duda, son motivo de preocupación. 


Coincidimos totalmente en cuanto a la insuficiencia tarifaria que se está dando en el sector 
suburbano. En el trabajo que se acaba de presentar, a modo de resumen, una de las partes establece 
muy claramente una diferencia por kilómetro recorrido de casi $ 7, exactamente $ 6,60. Si 
multiplicamos esa cifra por la cantidad de kilómetros que hace cada una de las empresas mediante su 
flota en el sistema de transporte, llegamos a una cifra realmente importante. 


Con respecto a la situación de las cooperativas de transporte, como bien saben los señores 
Senadores, las tres cooperativas presentes -Raincoop, Coetc y Ucot, que también integra la Cámara 
de Transporte Metropolitano y, naturalmente, Tupci- representan el 30% del sistema de transporte 
urbano. Además, a partir de la inclusión de Codet, en su momento, a Coetc, y de Cutu, en su momento, 
a Ucot, hoy tenemos una participación del 20% en el sistema de transporte suburbano. 


En definitiva, existe una insuficiencia tarifaria en el sistema suburbano. En los hechos, 
estamos intentando -eso es lo que se podría pensar- subsidiarlo con nuestros ingresos y 
funcionamiento en el sistema de transporte urbano. En todo caso, esto empeora la situación. Debemos 
retrotraernos, seguramente más de veinte años -antes de los años noventa- para recordar una crisis 
del sistema de transporte cooperativo como la que hoy se está viviendo. Esta es la preocupación que 
queremos trasladar a los señores Senadores. Siempre se dijo -y es así- que cuando el problema es de 
una empresa, naturalmente es de gestión, pero cuando el problema abarca, como es el caso de la 
cooperativas del transporte, a la totalidad del sector y además afecta a otras empresas de importancia - 
en este caso, del sistema de transporte de nuestro país- ya no es un tema de gestión. Es más, muchos 
de los directivos que representamos a cada una de estas empresas también lo éramos hace veinte 
años. Parece ser que en algún momento fuimos buenos gestionando, pero ahora sucede todo lo 
contrario. Naturalmente que no compartimos esa idea. Entendemos que hay un problema de crisis del 
sistema que está establecido en función de determinadas cuestiones que aquí estamos mencionando. 


Ya hemos planteado en otros ámbitos que en el caso de las cooperativas de transporte y, 
concretamente, en el sector urbano, no hemos encontrado hasta el momento el eco adecuado. Sin 
embargo, se están dando una serie de inequidades y desigualdades que sin duda están afectando 
brutalmente al sistema y a las cooperativas. Pensamos que tal vez los señores Senadores pueden 
hacer algo al respecto; por eso queremos hacer hincapié en lo importante que sería trabajar en la 
revisión del decreto y la resolución que establece la forma de distribución del fideicomiso del boleto 
que, en otras palabras, es el subsidio del gasoil, del combustible. Cuando este elemento fue creado, 
sin duda lo aplaudimos porque, entre otras cosas, tendía a no subsidiar a las empresas sino a subsidiar 
y permitir que el usuario pagara a menor valor su boleto. Lamentablemente, el decreto dictado en el 
año 2006 y profundizado en el 2010 prevé una forma de distribución tal que representa una brutal 
inequidad en cuanto a la forma de pago. Concretamente, en él se establece una forma de consumo de 
combustible por kilómetro recorrido. Más allá de que queremos creer -dicho esto con el mayor de los 
respetos- que aquí no hubo intencionalidad alguna, pensamos que fue hecho como un traje a medida, 
con nombre y apellido. Como decía, el decreto establece una forma de distribución en función de un 
consumo cuando ya cada una de las empresas integrantes del sistema tenía constituida su flota y 
sabía perfectamente bien cuál era el consumo promedio de combustible por kilómetro. Por lo tanto, de 
antemano conocíamos cuál sería el resultado. 


En otro orden de cosas, en el decreto se prevé lo que se dio en llamar un incentivo a la 
inversión, que para nosotros no es tal y que no solo permite contemplar a las empresas beneficiadas - 
nosotros somos los perjudicados- en el cien por cien del consumo de gasoil que tienen, sino que 
encima reciben un incentivo a la inversión equivalente a un 4%. 


Con respecto al sistema cooperativo, que ha cumplido con todas las resoluciones y decretos 
relativos a la incorporación de flota, es bueno decir que la flota que hemos ingresado ha sido 
autorizada a través de la expedición de los certificados de necesidad por parte de los organismos 
correspondientes. Se trata de unidades Euro lll que, de por sí, generan un consumo mayor que va más 


allá de la eficiencia o no en el manejo de la unidad. Es en este punto donde encontramos la mayor 
desigualdad. 


Este tema nos preocupa seriamente porque, en definitiva, a cada una de las cooperativas les 
está dejando un promedio de cincuenta mil litros mensuales fuera del pago del subsidio al combustible, 
lo que representa una cantidad realmente importante. En este momento el subsidio representa un 
promedio que ronda los $24 y $ 25 el litro; si nos dejan afuera una media de cincuenta mil litros 
mensuales -en algunos casos es más; solo basta aplicarle el famoso efecto multiplicador- con el correr 
del tiempo no se producirá otra cosa que la desfinanciación de una parte del sistema. 


Sobre esta cuestión hemos hablado con los representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas y, obviamente, con las autoridades de la Intendencia de Montevideo. Asimismo, le hemos 
solicitado una entrevista al Director Nacional de Transporte, señor Felipe Martín, quien nos la ha 
concedido, aunque no así el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. Consideramos que allí se 
encuentra una de las grandes desigualdades e inequidades que están repercutiendo en el sistema, 
fundamentalmente en este caso: me refiero al sector urbano. 


Insisto en que da la impresión de que las resoluciones y el decreto fueron hechos como traje a 
medida. 


Naturalmente que estamos atravesando por otras situaciones que tienen que ver con 
diferencias en materia de aportes. Durante el 2002 se exoneró a parte del sector del pago de los 
aportes patronales y eso igualó al sistema cooperativo. Sin embargo, hoy estamos realizando aportes 
al Banco de Previsión Social por lo que efectivamente trabaja el trabajador -valga la redundancia- 
cuando otras empresas del sistema urbano lo hacen básicamente sobre un salario ficto. Esto 
representa otra desigualdad porque, en definitiva, la paramétrica tarifaria está establecida en función 
de promedios. 


Podríamos nombrar dos o tres casos más, pero nuestra idea es complementar y aprovechar 
esta oportunidad que nos han dado los señores Senadores para decir muy firmemente que el sistema 
de transporte está viviendo una de sus peores crisis de muchísimos años a la fecha.Y esta situación se 
está dando a pesar del esfuerzo que hace el Estado, en definitiva a través de los contribuyentes, con 
los millonarios subsidios que recibe el sistema, más allá de que insistimos en dejar claro que, 
naturalmente, no son subsidios a las empresas sino a los usuarios. Tal vez el mejor ejemplo de esa 
crisis esté, justamente, en la creación, en estos últimos siete años, de tres fideicomisos de transporte. 
Hoy el compañero se refería al último, que fue el fideicomiso del transporte suburbano; pero en materia 
de transporte urbano, del 2005 a la fecha ya llevamos dos, y creo que la realidad tiende a indicar que 
va a haber un tercero de este tipo, teniendo como principal objetivo, justamente, la cancelación del 
pasivo. Tal vez para nosotros esta es la mejor demostración de que el sistema está en crisis y de que 
en algún momento, evidentemente, los números, a través de los valores tarifarios y de subsidios, no 
iban a ser suficientes. Para nosotros el hecho de que el propio Estado, tanto a nivel nacional como 
departamental, fomente y cree ese tipo de fideicomisos, es como si hubiera admitido que, 
evidentemente, había un rezago en cuanto a los ingresos que las empresas necesitan para mantener 
un buen funcionamiento y, en consecuencia, un buen servicio para la población. 


Creemos que la única puerta que nos está faltando golpear es la del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, pero hay que señalar que en todos los lados en que hemos estado hasta ahora no 
hemos encontrado el eco necesario, y mucho tememos que estemos llegando a una situación casi 
límite. Hay empresas de transporte en las que, a través de aportes salariales, de jornales, los 
trabajadores están contribuyendo con hasta un 15% de su salario en aras de mantener la fuente de 
trabajo. Uno, que ya tiene más que algunas canas y más de 35 años trabajando en el sistema de 
transporte de este país, no recuerda que antes haya habido aportes tan significativos para, justamente, 
mantener estas fuentes de trabajo, algo absolutamente loable por parte de los trabajadores, en este 
caso socios cooperativistas. Pero esta situación tampoco se va a poder mantener en el tiempo porque 
genera en nuestras internas las crisis que ustedes se podrán imaginar. 


En consecuencia, pretendemos, pedimos, solicitamos que a través de la Cámara alta del 
Poder Legislativo se puedan obtener alguna solución que permita cambiar esta triste realidad que el 


sistema de transporte está viviendo. 
Muchas gracias. 


SEÑOR KAITAZOFF.- Es claro que comparto las posiciones que han expuesto los demás compañeros 
en la Comisión. 


Somos todos representantes de empresas que tienen distintas características. Hay aquí 
sociedades anónimas, sociedades de tipo cooperativo y, también, cooperativas, y Cada una se ve 
afectada por los cambios que se producen, no sólo a nivel fiscal, sino también en la distribución o 
asignación de los recursos. 


El sistema de cambio de aportación al que hacían referencia algunos compañeros en la 
Comisión fue implementado en el año 1994 y trabaja sobre la base de sociedades de hecho -sistema 
que ha aplicado Cutcsa durante muchos años, y también Come- otorgando algunas facilidades desde 
el punto de vista impositivo y de aportes a la seguridad social, a diferencia de las cooperativas, que 
cuentan con ese sistema. 


Lo que estamos pidiendo, a grandes rasgos, es que tengamos un sistema sustentable en el 
sentido de que las empresas efectivamente puedan percibir los recursos que el Ministerio supone 
deben tener. Como bien se explicó anteriormente, tenemos lo que se recibe del usuario a través del 
costo del boleto, más lo que aporta el Estado en base a subsidios. Como bien aclaraba Figarolla, el 
subsidio no es un premio para las empresas, sino que es un rubro que dispone el Estado para 
complementar el costo que, en realidad, debería pagar el usuario. Es decir que es gracias a ese 
subsidio que el usuario puede tener acceso a un boleto más barato. Es cierto que tal vez haya sectores 
que tengan mejores subsidios que otros, pero ese sería un tema a discutir. También hay otros sistemas 
de transporte suburbano, como el tren -todos estaban contentos con su salida- que pueden ser un 
factor distorsionante ya que, si el Estado les otorga más subsidios, se pueden generar desequilibrios. 
Por eso es que decimos que necesitamos un sistema que sea sustentable. 


De los aquí presentes, Copsa es la que ha tenido que solicitar al Poder Judicial que 
intervenga en la resolución de un conflicto, debido a que no tuvimos el eco suficiente de parte de las 
autoridades para sentarnos a dialogar, cuando esa hubiera sido la forma más lógica de hacerlo entre 
gente civilizada. En realidad, le solicitamos al Poder Judicial que asistiera como un tercero en la 
petición que estábamos planteando al Estado. 


Copsa tiene 83 años de vida y, como decía Luis Figarolla -y me adhiero a sus expresiones- no 
puede ser que durante más de 70 años se haya podido manejar en forma aceptable dentro del sistema 
y que en estos últimos años sea un desastre. La intención de Copsa no es quemar la pradera, sino que 
lo que queremos -al igual que las otras empresas del sector- es seguir prestando el servicio tal como lo 
viene haciendo desde 1930. 


Sin embargo, la arbitrariedad y la discrecionalidad en la administración de los subsidios 
afectan al sector y hacen que surjan estos desequilibrios. Algunas empresas han tenido la oportunidad 
de venir a manifestar el problema a la Comisión, pero otras no la tuvieron y debieron asociarse con 
otras empresas existentes. 


En definitiva, lo que nosotros pedimos es que, con la intervención de la Comisión, se pueda 
lograr un diálogo con las autoridades para atender las situaciones que venimos planteando. No 
queremos tener otra actividad que no sea la de transporte de pasajeros, pero sí queremos hacerlo en 
condiciones que nos permitan mantener las fuentes laborales -ya sea de las cooperativas como de las 
sociedades anónimas- para el bien de toda la sociedad. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con mucha atención la información detallada que nos han dado y 
también el hecho de que haya un tratamiento diferencial en perjuicio de ustedes con respecto al 
transporte urbano montevideano. No aclararon a quién se referían, pero imagino que debe ser Cutcsa 
la que recibe un subsidio al combustible mayor que el que tienen ustedes. A su vez, en el transporte 


interdepartamental hay una tasación diferente del valor de las unidades en perjuicio de ustedes para 
estimar el costo final, en el que supongo también se incluirá el capital aportado. 


El señor Senador Gallo es canario y sabe mucho de este tema, que a mí me genera mucha 
preocupación porque, si tenemos en cuenta la cantidad de pasajeros que transportan, los trabajadores 
involucrados y la cantidad de unidades de transporte colectivo, estamos ante un hecho de real 
transcendencia. Me imagino que el Gobierno tendrá que corregir esta situación porque, como ustedes 
lo plantean, los subsidios tienen como objeto que el consumidor final, el pasajero, pague menos por 
algo que es una necesidad básica para muchos ciudadanos -sobre todo los de Canelones- quienes 
todos los días se trasladan a Montevideo y luego vuelven a sus localidades. 


Por tanto, considero muy bueno el objetivo de abaratar el boleto porque es un elemento de 
primerísima necesidad para mucha gente que, si no fuera por ese subsidio, tal vez no podría pagarlo. 
Obviamente, el asunto es que no lo paguen ustedes, porque si eso los lleva a la insolvencia, a la 
cesación de pagos o a recurrir al seguro de desempleo para paliar la situación, no es la mejor de la 
soluciones porque incluso perjudica a los propios trabajadores, que perciben un porcentaje de su 
salario habitual. 


Nos acaban de plantear que nunca fueron recibidos por el Ministro de Transporte y Obras 
Públicas y que solamente hablaron con el Director Nacional de Transporte, señor Felipe Martín. 
Seguramente, en un tema tan crucial como este, se necesita una decisión del más alto nivel para 
aumentar los subsidios. 


Me gustaría saber cuál es el diferencial del subsidio del combustible entre el transporte 
interdepartamental, el transporte urbano de pasajeros de Montevideo y el que ustedes brindan. 
¿Conocen cuál es diferencia efectiva entre el subsidio que reciben esas empresas de transporte y el 
que perciben ustedes? ¿Tienen idea de cuánto es? ¿Qué ocurre con relación con los fideicomisos? 
¿Los fideicomisos son para la renovación de flota o para el pago de deudas? 


SEÑOR FIGAROLLA.- Son para el pago de deudas, señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Nos decían que había habido dos para Montevideo, para el transporte urbano. 
Además, Cutcsa tiene la doble condición, es decir, brinda servicios de transporte suburbano y urbano. 
En las cifras que ustedes nos dan, Cutcsa participa en un 15%. 


Planteo estas preguntas para tener una idea de cuáles son las diferencias. Lo consulto 
porque tengo entendido que algunos de esos montos se pagan a través de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. 


SEÑOR FIGAROLLA.- Todo se paga de esa manera, señor Senador. 


SEÑOR GALLO.- Hemos escuchado con mucha atención y también con mucha preocupación los 
planteamientos que han hecho. Y digo preocupación porque, sin duda, esto está afectando un servicio 
fundamental en nuestro departamento. Todos conocemos la importancia de algunas empresas -en el 
caso de Copsa, por razones obvias- y lo que han significado en cuanto a brindar un servicio público al 
departamento. 


Esta preocupación ya la veníamos teniendo cuando, no hace mucho, Copsa tuvo que 
suspender algunos servicios que eran muy importantes para el departamento, pero que en función de 
la situación que tenían, fue necesario levantar. En consecuencia, eso creó una situación de 
inestabilidad social importante. 


Por lo tanto, me parece que lo que ustedes plantean acerca de un desfinanciamiento lo 
define -según ustedes lo manifestaron- como la peor crisis que el sector ha tenido y, por tanto, nosotros 
la veamos realmente con preocupación. Eso significa que estamos comprometidos -creo que la 
Comisión lo resolverá en su momento- a hacer una gestión ante el Ministro a los efectos de conseguir 


lo que ustedes están solicitando: la posibilidad de tener una conversación directa con él para plantearle 
estos temas. Aunque lo han hecho a otros niveles, me parece importante que hagan ese 
planteamiento. Por tanto, esta Comisión hará la gestión. 


A su vez, queremos conocer -y eso es de orden- la versión que tiene el Ministerio con 
respecto a este problema. Los hemos escuchado con mucha atención y no dudamos de los 
planteamientos que están haciendo, pero también queremos conocer la opinión de las autoridades del 
Ministerio con relación a este hecho y saber cuáles son los argumentos por los cuales no se ha 
intentado solucionarlo. Es por eso que también queremos tener esa versión. 


De modo que nos comprometemos a hacer las gestiones necesarias para profundizar en el 
tema y ver si, en definitiva, en el corto tiempo -porque me da la impresión de que la cuestión reviste 
urgencia- se puede encontrar la solución que se requiere. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, tengo algunas preguntas para formular. 


Ante todo, dada la magnitud de la crisis a la que se ha hecho referencia  -y que ustedes han 
rotulado como una de las más grandes que ha vivido el sector en toda su historia- quisiera saber en 
qué han consistido las conversaciones mantenidas con el Director Nacional de Transporte, señor Felipe 
Martín. En definitiva, ¿han trasladado alguna propuesta sobre eventuales medidas que, a su entender, 
el Gobierno debería adoptar? Me refiero a lo que aquí fue definido como medidas sustentables y a 
largo plazo, que aseguren que no se salga de la presente situación con un paliativo, para dentro de 
poco tiempo estar viviendo nuevamente algo similar. Entonces, si han acercado al Gobierno algún tipo 
de documento conteniendo propuestas, les pedimos que también nos lo hagan llegar a nosotros. 


En segundo lugar, en el marco de todas estas inquietudes que tengo -que se agregan a 
las preguntas realizadas por el señor Senador Moreira, que seguidamente ustedes responderán en el 
orden que crean conveniente- pregunto a cuánto asciende el subsidio que hoy reciben todas las 
empresas de transporte colectivo suburbano y cuánto costaría a los usuarios el boleto promedio si no 
se recibiera ese subsidio. 


En tercer término, quisiera saber si a ese desequilibrio que hoy las empresas están viviendo 
se lo fundamenta solamente en el problema que se tiene con relación al subsidio y los fideicomisos, o 
también hay un tema de reestructura que debiera de encararse a fin de poder zafar de la tan compleja 
situación por la que se está atravesando. 


SEÑOR KAITAZOFF.- Con relación a cuánto representa, en números redondos, el subsidio para el 
sector, y cuánto el costo del boleto, podemos decir que se dan situaciones diferentes. En el sector 
suburbano, de cada $100 que se recibe, que ingresan a la empresa, $ 78 provienen del usuario y $ 22 
del Gobierno, mientras que en el sector urbano la relación es distinta: alrededor de $ 63 son aportados 
por el usuario y $ 37 corresponden a los subsidios que se reciben del Gobierno. Ahora bien, en algunos 
casos no entendemos por qué esto es así, dado que se traslada a pasajeros dentro de una misma 
zona. A no ser que hubiera ciudadanos de “primera” y de “segunda” -lo que, según creo, no es la 
vocación del Gobierno ni el espíritu de ningún Legislador- deberíamos pensar que todos esos 
ciudadanos deberían tener las mismas posibilidades que tienen los que viven en Montevideo porque, 
en definitiva, estamos hablando de gente: de gente que se traslada en Montevideo y de gente que se 
traslada entre Montevideo y Canelones. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una breve interrupción? 


Según entiendo, en la composición de ese costo, una parte va a favorecer al pasajero porque 
el boleto es más barato; ahora bien, ¿la otra parte va a la utilidad de la empresa? 


SEÑOR KAITAZOFF.- No, señor Senador. Es justamente ahí donde tenemos una discrepancia en 
cuanto al concepto. 


Cuando no existían los subsidios, el costo total tenía que pagarlo el usuario. Entonces esos $ 
100 los pagaba el usuario. El subsidio se hizo para beneficiar a este último, no a las empresas. De esta 
forma, y gracias a esa brillante idea, el usuario paga un precio menor por su traslado de un punto a 
otro. En este tema quizás haya coincidencia entre todas las empresas porque, reitero, estamos 
hablando de empresas que pertenecen al sector urbano, empresas que pertenecen al urbano y 
suburbano y otras -como la nuestra- que tienen varias situaciones distintas: en primer lugar, tienen 
líneas en Canelones que no entran a Montevideo -esto fue mencionado por el señor Senador Gallo- en 
segundo término, tienen líneas del sector suburbano; en tercer lugar, líneas que entran a Montevideo y 
Canelones y, en cuarto término, aquellas que hacen recorridos interdepartamentales -tal como fue 
expresado por el contador Cardoso y el señor Scaglione- y no tienen ningún problema, por contar con 
una estructura de costos adecuada. Ese sector no necesita concurrir al Parlamento -si no me equivoco, 
los señores Senadores no han recibido a representantes de las empresas Agencia Central, Cot o 
Núñez- a plantear un tema de esta naturaleza; esta es una problemática que está viviendo el sector 
suburbano con profunda preocupación. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Deseo hacer especial alusión al caso de las cooperativas de 
transporte. 


La gran desigualdad que existe está dada, en principio, por dos temas: uno de ellos es el 
fideicomiso de combustible que, por la manera en que fue instrumentado, hace que algunas empresas 
-tal cual lo explicó el señor Figarolla- reciban el 100% de los litros de combustible que consumen y 
otras no. El otro tema es que hay empresas que deben pagar el litro de combustible al precio de 
surtidor. ¿Qué ocasiona esto? Que, en definitiva, la paramétrica tome un precio de combustible y haya 
empresas que paguen el combustible más caro y empresas que lo paguen más barato. 


En el caso de las cooperativas, existe otra gran desigualdad. El sistema de transporte se 
divide en dos tipos de sociedades: sociedades cooperativas y sociedades de hecho, que son 
administradas por una sociedad anónima. ¿Qué ha hecho el Estado últimamente? Indirectamente, en 
lugar de favorecer el espíritu cooperativista, ha beneficiado a las sociedades de hecho. ¿Cómo lo ha 
hecho? En términos prácticos y para que los señores Senadores entiendan, mientras una sociedad de 
hecho, hoy en día, aporta $ 1.800 por cada trabajador, una sociedad cooperativa paga $ 13.000. Es 
imposible que una sociedad cooperativa pueda subsistir si por cada trabajador tiene que aportar $ 
10.000, $ 11.000 o $ 12.000, a pesar de que cumple la misma tarea que un trabajador de una sociedad 
de hecho, con una misma tarifa. 


Entonces, más allá de la ideología que se tenga, lo que planteamos -hemos tenido una 
dura reunión con el señor Ministro de Economía y Finanzas- es que existe un problema de base, un 
problema práctico: no puede suceder que en un mismo sistema -más allá de los arbitrios para veinte o 
treinta años- una empresa aporte por cada trabajador $ 13.000 y otra $ 1.800. El sistema impositivo se 
hizo a la medida de un tipo de empresa. 


Existen dos posibilidades: por un lado -como lo ha empezado a hacer Copsa desde hace 
poco tiempo, aunque no tiene la cantidad de trabajadores socios como para obtener un rédito en este 
tipo de tributación- cambiarse de sistema y, por otro, tratar de cambiar el sistema tributario y equiparar 
a las sociedades cooperativas con las sociedades de hecho. 


En principio, los cooperativistas nos negamos a dejar el sistema de trabajo cooperativista 
porque nos criamos en él, con sus valores, y entendemos al cooperativismo no solo como forma de 
trabajo, sino como forma de vida; generamos por su intermedio cooperativas de vivienda, de ahorro y 
crédito. Sin embargo, actualmente, ante una situación tan desigual en materia impositiva, entendemos 
que la única opción que tenemos es migrar hacia otro sistema de sociedad. 


Por lo tanto, solicitamos -estamos haciendo rondas con todos los sectores- que se equipare 
tributariamente y que se aporte el mismo dinero por un guarda y un conductor de una sociedad de 
hecho, que por los de una sociedad cooperativa. Por esto, a raíz de esta diferencia es que hay 
empresas que florecen económicamente y otras que se hunden. 


SEÑOR MOREIRA.- Me llama la atención que se hable de sociedades de hecho porque, en definitiva, 
son sociedades anónimas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- La sociedad anónima es la que administra; cada ómnibus es una empresa que 
es administrada por una sociedad anónima. 


Quiero aclarar lo siguiente. Nosotros no venimos a pedir que les quiten los beneficios a ese 
tipo organizaciones de trabajo pero, por más que se nos diga que cuando nos jubilemos, dentro de 30 
años, el sistema va a ser arbitrado y vamos a poder jubilarnos bien, en el transcurso de ese lapso van 
a estar compitiendo con nosotros en forma desigual -porque, por ejemplo, nadie nos devuelve el IRPF; 
nosotros lo pagamos, pero ellos no, ya que pagan un IRAE ficto, o sea que es un beneficio impositivo 
directo- ya que dispondrán de ese dinero, mientras que nosotros no nos podremos bancar. Dicho de 
otra manera, yo no voy a llegar a los 30 años, no voy a poder jubilarme en la cooperativa. 


Ese es un tema que es necesario abordar, sobre el que además va a comenzar a haber 
movilizaciones muy importantes. Precisamente, mañana está prevista una movilización del sistema 
cooperativo para defender nuestros derechos. 


De modo que si alguien no arbitra este problema, se va a complicar. 
SEÑOR CERVINI.- Me gustaría hacer una puntualización y complementar lo que se ha expresado. 


Se debe analizar el tema tributario, el del fideicomiso del combustible y, a su vez -que es el 
tema que nos une con la gente de Copsa- la situación creada por esa diferencia tarifaria con el boleto 
suburbano, que se nos suma a nosotros, haciendo que todo, en el fondo, sea un desastre. Por eso 
estamos juntos con la gente de Copsa haciendo causa común, en la que se suman los dos ítems 
mencionados por Fernando Fernández y los otros compañeros. 


Cabe aclarar que nosotros absorbimos a la empresa Codet pero, en realidad, durante años 
fuimos una empresa puramente urbana, que cubría el sistema en Montevideo. Concretamente, 
absorbimos 200 trabajadores de la cooperativa Codet y nos propusimos durante un lapso determinado 
subsidiar el área suburbana en base a la urbana, pero hoy por hoy ya no podemos subsidiar ninguna 
de las dos áreas. 


Quería hacer esa puntualización para, de alguna manera, aclarar el motivo que nos une. 


SEÑOR FIGAROLLA.- Me gustaría recordar una situación que se vivió en la década de los noventa 
cuando, en alguna medida, se daba este tipo de circunstancias que, increíblemente, más de veinte 
años después se vuelve a repetir, tal vez por otros motivos, pero en definitiva la cuestión de fondo se 
repite. 


Hay dos aspectos muy definidos: la insuficiencia tarifaria, demostrada en los cálculos 
aportados por los representantes de Copsa, con relación al sector suburbano, y las inequidades 
existentes en el sistema de transporte urbano de Montevideo. El compañero Fernando Fernández 
planteaba, con justa razón, cuáles son las alternativas en ese sentido. Agregaría otra más, que en 


definitiva fue la que se utilizó allá por los años noventa, cuando debido a problemas con la flota se 
producían desigualdades en el sistema de transporte urbano. A partir de los años noventa, y junto a lo 
que significó en aquel entonces el Sistema Nacional de Renovación de Flota impulsado por el Gobierno 
nacional en coordinación con los Gobiernos Departamentales, se resolvió la inequidad que existía en 
ese momento. El Gobierno Departamental, previo a esa renovación de flota, resolvía el problema 
mediante subsidios compensatorios. 


En definitiva, no sé si vamos hacia la conformación de una sociedad de hecho o no, pero lo 
que se pretende, si no se igualan las situaciones, es que existan los mecanismos compensatorios que 
resuelvan esas desigualdades. Eso es lo que pretendemos e insisto: hay antecedentes, ya se hizo algo 
similar. Como lo decíamos hoy, quienes tenemos años en este trabajo lo hemos vivido; por eso no 
entendemos cómo no se encuentra o no se intenta encontrar una solución en ese sentido. 


SEÑOR CARDOSO.- Vamos a tratar de dar una respuesta a lo planteado por el señor Senador Moreira 
en relación al tema de la distribución del fideicomiso del boleto. 


Básicamente, se distribuyen tres importes: el sector interdepartamental es el que percibe 
menos, unos $ 18 por litro; el suburbano está en el entorno de $ 30 por litro y el urbano $ 25 por litro. 
Nosotros teníamos dudas sobre el funcionamiento del fideicomiso -el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas recibe nuestras declaraciones juradas y también habilita los importes que debe efectuar la 
Corporación Nacional para el Desarrollo- debido a que en algunos meses teníamos recortes de 50.000 
litros, que en nuestro caso fácilmente ascienden a $ 1:500.000, es decir US$ 70.000 por mes, es decir, 
más de US$ 800.000 al año, que es una cifra muy significativa. 


Cuando consultamos al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para saber cuál era el 
criterio aplicado, por medio de una nota nos dijo que era el utilizado para la tarifa, o sea, un litro cada 
tres kilómetros; si hago tres kilómetros, me dan un litro. Ante la duda que nos generó, por medio de la 
Ley de Acceso a la Información Pública solicitamos que nos proporcionaran la información sobre los 
litros y los importes abonados a cada empresa. Esa gestión comenzó hace tres o cuatro meses, porque 
no nos parecía que hubiera la transparencia adecuada, y pedimos información tanto en el Ministerio 
como en la Corporación Nacional para el Desarrollo directamente. Ambos organismos se negaron a 
proporcionar esos datos y debimos recurrir a la vía judicial. De esa forma hemos obtenido parcialmente 
la información; y digo parcialmente porque sabemos los litros reintegrados a cada empresa, pero no así 
los importes. Al conocer los litros corroboramos que el criterio que nos habían explicitado no se cumple, 
o sea que no es un litro cada tres kilómetros recorridos, sino que hay realidades distintas. Ahora 
estamos a la espera porque el Poder Judicial falló en el sentido de que tienen la obligación de darnos 
información sobre los montos que se pagaron a cada empresa. 


SEÑOR GALLO.- La Cámara está integrada por algunas empresas de transporte fundamentalmente 
urbano y que también prestan servicios interdepartamentales, y por otras que son netamente son 
interdepartamentales. ¿Se liquidan subsidios diferentes para unas y para otras? 


SEÑOR CARDOSO.- Por un lado, los montos son diferentes y el monto pago por litro de subsidio 
también es diferente, ya sea urbano, de $25; suburbano, de $ 30; o interdepartamental, de $18. Por 
otra parte, se considera un segundo factor, que es el rendimiento: en el suburbano y en el 
interdepartamental se debería pagar un libro cada tres kilómetros, mientras que en el urbano en 
Montevideo creo que es cada 2,41 kilómetros y si supera los 2, 55 kilómetros se da una bonificación 
de un 4% adicional, que era lo que se citaba hoy. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Eso era por el consumo estimado? 
SEÑOR CARDOSO.- No, era por el consumo real. 
Nos falta saber si los montos pagos se adecuan a los litros consumidos. 


En relación a la consulta formulada por el señor Presidente en cuanto a la incidencia del 
fideicomiso del gasoil en el precio del boleto, puedo decir lo siguiente. Nuestra empresa tiene boletos 


por tramos -a diferencia del transporte de Montevideo, que utiliza un boleto único, más allá del boleto 
de una hora, dos horas, etcétera- cuyo valor empieza en $ 22 hasta llegar a boletos de $ 85, pudiendo 
establecer una incidencia media por pasajero de $ 9. O sea que, si no percibiéramos el fideicomiso del 
gasoil, tendríamos $ 9 adicionales. 


Por otra parte, ¿cuánto nos falta hoy, en promedio, por boleto? Estamos en el entorno de $ 
10 cada boleto. Los boletos que más vendemos corresponden al área de protección del límite 
departamental y en los 32 kilómetros -donde fundamentalmente está nucleado nuestro público- y son 
de $32 y $ 40. Por lo tanto, si a los $ 40 le agregamos $ 10, estamos hablando de un 25% y, en el 
otro caso, de un 30% de incremento. 


SEÑOR MOREIRA.- Es muchísimo dinero, teniendo en cuenta que son alrededor de 73:000.000 de 
pasajeros. 


SEÑOR CARDOSO.- Sí, señor Senador, es muchísimo dinero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación de Cestrame por su comparecencia en esta 
Comisión y por información que nos acaban de brindar, que nos ha permitido tomar conciencia de la 
gravedad del asunto. 


Tal como lo sugería el señor Senador Gallo, la Comisión invitará al Ministro de Transporte y 
Obras Públicas, al Director Nacional de Transporte y al señor Ministro de Economía y Finanzas -a 
propuesta de esta Presidencia- para que informen sobre esta situación, a quienes previamente 
enviaremos la versión taquigráfica de la sesión celebrada en el día de hoy. 


La Comisión agradece que se le haga llegar toda la documentación que entiendan pertinente 
sobre este asunto y también les pide que nos mantengamos en contacto frente al anuncio que acaban 
de transmitir de que lamentablemente se está ante una situación de conflicto que ojalá rápidamente se 
pueda solucionar entre todos. 


SEÑOR CERVINI.- Quería transmitir a la Comisión hasta dónde hemos llegado y hacerles saber que 
los propios dirigentes de las empresas hoy estamos solidarizados con los trabajadores, quienes se 
están movilizando conjuntamente con nosotros. Hay una conciencia colectiva de parte de la gente en 
cuanto a su estabilidad laboral y a sus ingresos. No sé si con esta información logro expresar hasta 
dónde se dimensiona esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pueden quedarse tranquilos de que comprendemos lo que sucede, porque a 
varios de ustedes los conocemos del transporte desde hace mucho tiempo y el hecho de que se hayan 
acercado a la Comisión del Senado deja traslucir la magnitud de la crisis que el sector está viviendo. A 
ello se suma lo informado por el señor Cervini, que mucho valoramos. 


Como mencioné, se harán las invitaciones respectivas a los señores Ministros, a quienes 
pediremos que en forma urgente puedan tratar de comparecer a la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Empresas del Sistema de Transporte 
Metropolitano, Cestrame.) 


-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Solicitud de audiencia de Tango Líneas Aéreas. 


Carpeta N* 1384/2013. Proyecto de ley por el que designa con el nombre “doctor Elías 
Regules' el puente ubicado sobre el arroyo Malbajar, en el kilómetro 273 de la Ruta Nacional N* 14, 


Departamento de Durazno”. 
-No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 48 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


